AUTO NUMERO: CINCUENTA Y UNO.-
Marcos Juárez, veinticuatro de Octubre de dos mil catorce.-Y VISTOS: estos autos caratulados: “RAVA, NILDA QUIEBRA PROPIA” (Expte. Nº 1975353), de los que resulta que a fs. 61/65, comparece la síndica interviniente en autos, Cdra. Susana Elizabeth Pagani y solicita la adecuación y ajuste del arancel de pesos cincuenta ( $ 50,00) que deben abonar los insinuantes de los créditos de acuerdo a lo establecido por el art. 32 L.Q.C., en función de los argumentos que expone a continuación. Expresa que en primer lugar debe establecerse cuál fue el criterio del legislador para incluir en la Ley de Quiebras el pago de un arancel al presentar la solicitud de verificación de un crédito.- Manifiesta que se trató de compensar al síndico los costos en que debe incurrir para mantener la estructura del estudio, como es su obligación y de esta manera, evitar que la sindicatura no deba financiar de su peculio el servicio de justicia a su cargo. Indica que se implementó como forma de compensar el enorme despojo de su arancel profesional que se vio reducido a la mitad mediante la Ley 24.522, que introdujo así, el arancel a pagar por los acreedores al instar el trámite verificatorio. Además manifiesta que es de destacar, que en ejercicio de su función, la sindicatura debe afrontar ingentes gastos de infraestructura, diligenciamiento de oficios, papel, insumos para impresión, carpetas, viáticos, empleados, alquileres, teléfono, expensas, atención de los insinuantes y otros insumos propios. Explica que fue la voluntad del legislador de 1995 que teniendo en cuenta el dilatado tiempo de espera a que se ve obligado el funcionario para poder percibir sus honorarios se le permita, al menos contar con cierta suma de dinero para afrontar sus costos sin menoscabo patrimonial propio.- Opina que entendió equitativo que tal aporte fuera efectuado por sus acreedores, sin mengua de recuperar el importe que debe ser verificado como gasto del concurso.- Manifiesta que la redacción de la ley en su parte pertinente, data del año 1994 y fue sancionada el 20 de Julio de 1995. A su vez, que se estableció que el arancel sería de $ 50,00 excluyendo del pago, a los créditos de causa laboral y a los menores de mil pesos ($ 1.000,00). Que eran épocas de estabilidad monetaria sentada en la paridad de la cotización entre el dólar y el peso y tal vez por ello, el legislador omitió, equivocadamente establecer entonces algún mecanismo de actualización del monto de dicho arancel.- Comenta que lo cierto es, que desde la sanción a la fecha, han transcurrido más de 19 años y por lo que en ese lapso de tiempo, se produjo la crisis más drástica que se tenga memoria en el año 2001/2002; y tras ella, desapareció la convertibilidad de la moneda y el poder adquisitivo se vio erosionado paulatinamente y sustancialmente. Puntualiza que pese a ello, el arancel siguió fijo en $ 50,00.- Afirma que pues bien, ese escueto monto ya no cumple de manera alguna la finalidad tenida en cuenta por el legislador. Que la ley 24.522, no se encuentra baldía de institutos que permitan contemplar las variaciones de poder adquisitivo de la moneda.- Que por ello se explica, la consideración y referencia al sueldo de secretario de primera instancia como parámetro invariable para determinadas remuneraciones, es un modelo adoptado por la ley que se ha venido desempeñado adecuadamente en el tiempo, por lo que se trata de un módulo variable en su valor absoluto a través del tiempo. Que es decir, contempla los avatares a que se encontrare sujeto el poder adquisitivo de la moneda.- Comenta que así, los artículos 260, 266 y 267 de la ley concursal, establecen pisos regulatorios basados en el sueldo del secretario de primera instancia.- Expresa además, que no resulta necesario abundar en argumentos económicos para entender que con el tremendo impacto producido por la crisis del 2001/2 y que en la evolución posterior de la economía ha habido un importante cambio en el poder adquisitivo de la moneda.- Revela, que la mera inscripción como sindico, implica contar con una infraestructura que obviamente debe ser solventada y que a ello se suman los gastos propios de cada proceso y el cada vez mayor despliegue de actividad por parte de la sindicatura ya que numerosas reformas legislativas, han puesto a su cargo ingentes tareas, para las que en su opinión, no se previó remuneración alguna. Cita Jurisprudencia al respecto y otros antecedentes legislativos que respaldan su solicitud de actualización del arancel establecido por el art. 32 de L.Q.C., haciendo un prolijo tratamiento de la evolución económica habida desde la fijación del arancel a la fecha. Dictado el decreto de autos, queda la cuestión en condiciones de ser resuelta.- Y CONSIDERANDO: I.- Que la síndica designada para intervenir en la quiebra solicita la adecuación y ajuste del valor del arancel del art. 32 de la ley concursal, exponiendo razones de excesivos costos que tiene que afrontar en el ejercicio de su función y que menoscaban su patrimonio personal por el reducido arancel que deben abonar los insinuantes de créditos, de acuerdo a lo establecido por el art. 32 de L.C.Q., haciendo un análisis evolutivo de la economía nacional y su repercusión al respecto en las últimas dos décadas.- II.- El art. 32 de la ley 24.522 dispone en su última parte “… que por cada solicitud de verificación de crédito que se presente, el acreedor pagará al síndico un arancel de cincuenta pesos ($ 50,00) que se sumará a dicho crédito. El síndico afectará la suma referida a los gastos que le demande el proceso de verificación y confección de los informes, con cargo de oportuna rendición de cuentas al juzgado, quedando el remanente como suma a cuenta de honorarios a regularse por su actuación.”. Haciendo propio los argumentos expuestos en jurisprudencia nacional en la materia (JCC Nº 16 de la Plata Expte Nº 11080), cabe señalar que el arancel allí considerado, fue introducido en la ley de quiebras con la reforma producida por la ley 24.522 en el año 1995, tratándose de enmendar al síndico los costos en que debe incurrir para conservar la estructura del estudio que está obligado a mantener, es decir tiene por finalidad completar al funcionario concursal, los fondos suficientes que le permitan atender los gastos que le exija el proceso de verificación. Que hoy frente al arancel fijado en la norma nos encontramos con que el monto propuesto, a más de 19 años de su fijación, ha permanecido inalterable no habiéndose previsto en la normativa su actualización ni tampoco modo de adecuación alguno en su valor real, tal como aconteciera respecto de los demás ítems de contenido económico comprendidos en el conjunto normativo.- En consecuencia comparándose el importe fijado al arancel, inmutable desde la sanción de la ley frente a la progresión creciente de los correspondientes a la tasa de justicia, el sueldo del secretario, como así también el ius arancelario, se observa un claro sesgo inequitativo derivado de tal relación que, a no dudarlo, acentúa se debida adecuación.- Ello así, ante el pedido formulado por la sindicatura, no puede dejar de advertirse que a todas luces resulta exigua la previsión legal, resultando así, ajustado a derecho que se eleve el monto del arancel determinado en la ley concursal, para adecuarlo a la realidad económica vigente.- Así las cosas, corresponde admitir la pretensión mencionada, tomando como parámetro el valor del jus a la fecha del establecimiento del arancel (año 1995), estableciendo el arancel en la suma de pesos equivalente a dos jus, conforme el valor que éste tenga al primero de enero de cada año. Por todo lo expuesto, RESUELVO: 1º) Elevar el monto del arancel previsto en el art. 32 de la ley 24.522, estableciendo su monto en el equivalente a dos jus, conforme el valor que éste tenga al primero de enero de cada año.- 2º) Publíquense edictos por un día en el diario de publicaciones legales. PROTOCOLICESE HAGASE SABER Y DESE COPIA.
